Día Mundial del Hábitat 2005

México: ¿Voces discordantes?

Culminan hoy en México diversas actividades realizadas en ocasión del Día Mundial del Hábitat (primer lunes de octubre):

· La entrega del Premio Hábitat y del Premio Nacional de Vivienda por el Presidente de la República;

· El plantón y diálogos convocados en el Zócalo por el Movimiento Urbano Popular;

· Las conferencias y otras actividades realizadas en la UAM-Xochimilco y en la Facultad de Arquitectura de la UNAM.

Impacta el contraste entre el optimista mensaje oficial y la satisfacción empresarial con lo logrado y la visión que sobre las tendencias actuales plantean académicos, ONG y movimientos sociales.

Ante el hecho incuestionable del incremento en este sexenio del número de créditos (2 millones) otorgados por los organismos de vivienda para adquirir aquélla producida por los promotores y constructores privados, el Presidente Fox, al hacer entrega de los premios de este año, resaltó la importancia de los cambios e innovaciones logradas gracias al acicate de la competitividad estimulada por un mercado que funciona. Una verdadera revolución, expresó el Presidente, conducida por la empresa privada que se seguirá consolidando en su último año de gobierno con el otorgamiento de 750 mil créditos adicionales.

Este año la ceremonia de premiación no dejó duda alguna de que se trata de una celebración empresarial de altos vuelos. Incluso el premio a la producción social de vivienda (que por definición es aquella que se produce o se autoproduce sin fines de lucro) se otorgó esta vez a una inmobiliaria SA de CV.

El tema propuesto a reflexión por Naciones Unidas este año fue “La Ciudad y las Metas del Milenio”, metas acordadas por la comunidad internacional, plasmadas en la Declaración del Milenio en el año 2000. Las metas contemplan dos temas cruciales para el hábitat humano: reducir a la mitad, para el 2015, el número de personas sin acceso a servicios de agua potable y saneamiento y mejorar las condiciones de vida de 100 millones de habitantes de tugurios hasta el 2020.

Esta última meta, que equivale sólo a un 10% de los actuales habitantes de tugurios urbanos en el mundo –no se incluye la población rural-, contrasta con lo que nos advierte la Directora del Programa Hábitat de Naciones Unidas respecto a que, de mantenerse las tendencias actuales, la cifra de habitantes de tugurios urbanos alcanzará 1,600 millones de personas en el 2020.

Pese a lo limitado de esta meta, las inversiones destinadas a cumplirla fueron incluso cuestionadas por algunos en la Cumbre Mundial de 2005, realizada en septiembre pasado en Nueva York, en aras de contar con mayores recursos contra el terrorismo.

Algunas cifras dadas el día 6 de octubre en la presentación del libro “Mejora de barrios precarios en Latinoamérica” por su autor, Julián Salas, hacen ver la perversidad de tales cuestionamientos.

En tanto que la población latinoamericana se duplicó entre 1950 y 2000, la urbana se triplicaba y se quintuplicaba el número de habitantes de tugurios en el mismo período. En México la SEDESOL reconoce la existencia de 2400 asentamientos precarios en los que viven 13 millones de mexicanos.

Para mejorar de fondo las condiciones habitacionales de estos últimos, en México se requerirían, de acuerdo son Salas, más de 29 mil millones de dólares. La cifra para Latinoamérica sería de 171 mil quinientos millones de dólares, que es muy cercana a lo gastado por Estados Unidos en Irak desde el triunfo de su “guerra” hasta el primer semestre de 2005. No queda duda respecto a las prioridades de quienes “cuidan” el mundo.

Por su parte, en declaraciones por el Día del Hábitat tanto del Relator Especial de Naciones Unidas para la Vivienda Adecuada como de la Coalición Internacional para el Hábitat (organismo autónomo que asocia cerca de 500 organizaciones sociales, ONG y otros actores de más de 80 países), se afirma la importancia de centrar las Metas del Milenio en materia de agua y tugurios dentro de la perspectiva de los derechos humanos. Planteamiento en el que también coinciden los comunicados que dio a conocer el Movimiento Urbano Popular durante los diálogos con funcionarios, académicos, ONG y otros actores convocados durante su plantón en el Zócalo.

El Relator Especial de Vivienda reflexiona además en torno a las graves consecuencias sociales de los desastres naturales (el tsunami en Asia y el huracán Katrina en América) que, como el caso que hoy se vive en el sureste de México y en Centroamérica, afectan principalmente a los pobres. Y es que, al convertirse los bienes comunes como la tierra y el agua en mercancías sujetas al libre juego del mercado, quienes no cuentan con recursos para poder pagarlas ven cancelado su derecho a un lugar seguro donde vivir dignamente.

Los fenómenos naturales se convierten en desastres masivos para quienes viven en condiciones de vulnerabilidad a causa de su pobreza. Y lo más grave, señala el Relator, es que la respuesta inadecuada a tales desastres y la falta de consideración de los derechos humanos de los afectados crea una tragedia adicional inducida que exacerba su sufrimiento.

Menciona también el olvido generalizado de la vivienda rural y cómo los casos recientes de Mumbai (en la India) y Zimbabwe destruyeron, en aras del progreso, las precarias viviendas de 400 mil y 700 mil personas respectivamente.

Por su parte, el Movimiento Urbano Popular centra sus propuestas en torno al derecho a la vivienda, a la ciudad y a la participación ciudadana, y se inconforma con el proceso de negociación de la nueva Ley de Vivienda del que se sienten excluidos. Y no les falta razón ya que pese a las múltiples propuestas hechas tanto por ellos como por las ONG de hábitat, académicos y otros actores, parece haber una reticencia en las Cámaras a formular una ley compatible con los estándares y las obligaciones internacionales que en materia de derecho a la vivienda –como parte del derecho humano a un nivel de vida adecuado- tiene nuestro país como signante del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC).

Cuando constatamos que la vivienda concebida como producto industrial y como mercancía no cubre al conjunto de la sociedad (cerca del 50% de la población mexicana no puede acceder a la vivienda ofertada en el mercado), podemos afirmar que el derecho humano a la vivienda –universal e inalienable- está muy lejos de cumplirse en México.

Esto explica las voces discordantes escuchadas en la semana y el temor a que la política vigente se convierta en política de Estado, como parece la tendencia. Una política de Estado que excluya de consideraciones y apoyos a quienes autoproducen su vivienda y a quienes no pueden acceder al mercado, institucionalizaría y perpetuaría la inequidad y la segregación social y espacial de la que hoy son grave expresión los asentamientos indígenas y campesinos, y los tugurios urbanos.

Sólo un enfoque del problema desde la perspectiva de los derechos humanos puede sustentar una política de Estado en materia de suelo y vivienda. De ahí la importancia de dejarlo explícito en la nueva Ley de Vivienda actualmente en manos de la Cámara de Diputados.
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